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1. ¿Cuál es la importancia de la reforma agra-
ria en la resolución del conflicto armado?

El conflicto armado ha impedido la solución 
de los problemas rurales, ha contribuido 
a la mayor concentración de la tenencia, 
ha criminalizado las élites regionales y ha 
desorganizado las comunidades campesi-
nas, indígenas y negras, deteriorando sus 
condiciones de vida. La terminación del 
conflicto armado permite tramitar sin vio-
lencia la reforma agraria, necesaria para 
desconcentrar la propiedad, distribuir acti-
vos productivos y dar impulso a un desarro-
llo inclusivo y más equitativo, que fortalece 
la democracia. La reforma agraria pactada 
en La Habana es llevar los bienes públicos 
y oportunidades a la población rural, para 
cerrar la brecha de bienestar con la pobla-
ción urbana.

2. ¿Cuáles son los principales retos del go-
bierno para implementar el acuerdo sobre la 
reforma agraria?
El país tiene una gran debilidad adminis-
trativa para ordenar el territorio y asegurar 
los derechos de propiedad a la población. 
Tiene un catastro muy deficiente, no homo-
logado con el registro, una informalidad su-
perior al 60% de los predios, una extensiva 
apropiación ilegal de los baldíos, además 
de muchos territorios con poco control es-
tatal, donde dominan grupos armados del 
crimen organizado.  
El territorio está mal gestionado: hay una 
elevada tasa de deforestación de bosques 
para ampliar la ganadería y los cultivos de 
coca, la población campesina ha ocupado 
áreas marginales como humedales, selvas, 
laderas erosionables y páramos, mientras 
la tierra fértil concentrada en grandes ha-
ciendas permanece subutilizada para cap-
turar rentas por valorización.  
Los retos son ordenar ambientalmente el 
territorio de acuerdo con su aptitud (con-
servación, aprovechamiento sostenible, 
uso adecuado), ordenar socialmente la 
propiedad con una mejor distribución de la 
población en el territorio y promover el de-

sarrollo integral de los 100 territorios que 
integran el país.

3. ¿Qué política pública debería implementar 
el Estado para desincentivar el cultivo de uso 
ilícito?
Es importante drenar las colonizaciones 
coqueras que se han internado en las sel-
vas amazónica y pacífica con programas 
de desarrollo rural, distribución de tierras 
dentro de la frontera agraria y bienes pú-
blicos esenciales para reemplazar las eco-
nomías ilícitas.  

4. ¿Qué capacidad económica tiene el gobier-
no colombiano para llevar a cabo el acuerdo 
sobre reforma agraria en el marco del proce-
so de paz? 
La baja internacional de precios del petró-
leo obliga a priorizar el gasto público hacia 
los objetivos estratégicos de la transición 
desde la terminación del conflicto armado, 
entre los cuales el principal es la reforma 
rural integral. El modelo exportador de mi-
nerales debe equilibrarse con el desarrollo 
agrario, industrial, turístico y de servicios 
para hacer frente al cambio económico glo-
bal. 

5. En su opinión, ¿qué factores podrían impe-
dir la firma del acuerdo definitivo?
Creo que el gobierno y las FARC-EP firma-
rán el acuerdo de terminación del conflicto, 
aunque dudo que los tres años que restan 
al período del presidente Santos alcancen 
para lograr un acuerdo con el ELN, que po-
dría darse en el siguiente gobierno si las 
condiciones políticas lo permiten. 
El acuerdo con las FARC-EP puede ser 
imposible si las dos partes no logran con-
vencer al electorado de votar afirmativa-
mente el plebiscito que lo refrende. No veo 
desacuerdos insalvables en la agenda que 
resta por acordar para la terminación del 
conflicto. 
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